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D. Tomás S . Vives Ant,ón
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N"  de  Reg is t ro :  3781- /95

ASUNTO: Amparo promovido

por don Primit ivo Fernández

León

SOBRE:  A r t s .  2 ,  3  y  5  y

D i spos i c i ón  ad i c i ona l

primera de1 Real Decreto

t8]-/]-993 y Sent.encia de la

Sección Sépt ima de la  Sala

Tercera del  Tr ibunal

Supremo de 18 de octubre de

1995 .

A U T O

AIÍTECEDENTES

1. El Procurador de l-os Tribunales don .fosé Luis Ortiz-

Cañavate y Puig Mauri, mediante escrito present.ado eI 1-0 de

noviembre de 1-995 y en represent,ación de don primit, ivo Fernández

León, interpuso recurso de amparo contra la Sentencia que la

Sección Séptima de Ia Sal-a Tercera del Tribunal Supremo

pronunció eI 18 de octubre de 1995, desestimando el recurso

contencioso-admin is t rat ivo deducido por  aqué1 f rente a los ar ts .

2,  3  y  5 y  Ia  Disposic ión adic ional  pr imera del  ReaI  Decret .o

1,81,/1993, d€ 9 de febrero, sobre int.egración de l-os médicos del

Regis t ro Civ i l  en e1 Cuerpo de Médicos Forenses.

En la demanda de amparo se dice que e1 demandante es médico

perteneciente aI antiguo Cuerpo de Médicos de1 Regístro Civi l ,

declarado extinguido por Ia Ley Orgánica 7 /1-992, d€ 20 de

noviembre, que acordó su integración en el Cuerpo de tvlédicos

Forenses (ar t .  1) .  En desarroLlo de d icha Ley Orgánica fue
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dic tado e l  Real  Decreto 181- /1-993,  de 9 de febrero,  f renLe a

cuyos  a r t , s . 2 ,  3 ,5  y  6  y  D i spos i c i ón  ad i c i ona l  p r ime ra

interpuso recurso contencioso-administrat. ivo, denunciando

inf racc ión de los ar ts  .  t4  y  23.2 de la  Const i tuc ión.  EI  recurso

fue desest, imado en la Sent,encia que 1a Sección Séptima de la

Sala Tercera del Tribunal- Supremo dictó el 18 de octubre de

1995  .

2. En la demanda de amparo se sostiene que e1 Real Decreto

impugnado y la Sentencia del Tribunal Supremo que 1o confirmó

inf r ingen <<genér icamente eI  ar t .  t4  CE y especí f icamente e l

ar t .  23.2 CE>>.  Para fundamentar  esta af i rmación se anal izan en

dos bloques l-os preceptos del Real Decreto 1-81-/1-993 que el

demandant,e impugnó en la vía contencioso-administrativa. Del

ar t .  2  se d ice que presenta dos cuest iones.  La pr imera,  gu€

actúa e1 contenido de Ia  Ley orgánica 7 /1 ,992 a l  establecer  la

fecha de 1- de octubre de 1993 como data de la integración

efectiva, integración que debe l levarse a cabo, d€ conformidad

con las prev is iones contenidas en eI  ar t , .  1  de la  c i tada Ley,

esto €s, permaneciendo en igual situación administrat, iva que

t.uvieren en el- momento de Ia entrada en vigor de Ia misma y a

continuación de quienes tengan la condición de médico forense y

de conformidad con el- orden de escalafón que ocupasen en su

Cuerpo o escala de or igen (ar t .  1 .2 in  f  ine de l -a  r ,ey)  .  La

segunda, eü€ modif ica eI sistema retr ibutivo, susti tuyendo e1 de

arancel- por eI de retr ibuciones a cargo de los presupuestos

genera les de1 Est ,ado.

Pues bien, pese a contenerse en una Ley Orgánica, €1

precepto que d isc ip l ina Ia  in tegrac ión t iene eI  carácter  de Ley

ord inar ia  (Disposic ión f ina l  segunda de Ia  propia Ley) ,  s iendo

as í  que  e I  l eg i s lado r  de  l -985  (L .O .P . , J . )  e levó  a  rang lo  de  Ley

orgánica la regulación del Cuerpo de Médicos Forenses,

congelando Ia materia y haciéndo1a indisponible para el

leg is lador  ord inar io .  Por  1o tanto,  y  ten iendo en cuenta Ia

doctr ina contenida en la  STC 99/1-987,  puede conclu i rse que la
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int,egración operada por et Real Decret,o 1"81,/1993 está viciada de

inconst , i tuc ional idad aI  a fectar  a  Ia  reserva de ley ex ar t .  23.2

C.E.  que ex ige que e l  acceso a un cuerpo d iverso del  de 1os

Médicos del Registro Civi l  se 1leve a cabo con respeto de 1a Ley

reguladora del cargo aI que se accede, esLo es eI de médico

forense, gü€ por imperat, ivo del legislador orgánico de 1-985,

t , iene carácter  orgánico.  En def in i t iva,  Ia  in tegrac ión operada

por e1 mencionado Real Decreto desde eI 1 de octubre de 1993 es

inconstitucional por wulneración de l-a reserva de ley orgánica

en  l a  Ley  6 / i - 985 .

De manera subsidiaria, puede argüirse que algiunos aspectos

de la integración establecidos por e1 Real Decreto y sancionados

por Ia Sentencia del Tribunal Supremo wulneran eI contenido del

ar t .  23.2 C.E.  La in tegrac ión se produce a cont inuación de

quienes tengan la condición de médico forense y de conformidad

con el orden de escalafón que ocupasen en su Cuerpo o escala de

or igen.  Este cr i ter io  de in tegrac ión n i  es objet ivo n i  es

razonable, ni además se compadece con 1os criterios de mérito y

capacidad. La integración viene determi-nada, como se expresa en

la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 7 /1-992, por la

consecución de la gratuidad de los expedientes del Registro

Civ i l ,  a  t ravés de l -a  supres ión de1 arancel  (cuest ión esta no

discut ida,  en cuanto ta1 medio,  € f l  e I  proceso prev io) .  Pues

bien, fa medida que t iene por objeto integrar a l-os médicos del

Regístro Civi l  detrás de1 últ imo médico escalafonado del Cuerpo

de Médicos Forenses no es razonable ni es proporcionada con el

f in 1egít imo de1 legislador de lograr Ia gratuidad de Ia

just . ic ia ,  y  más aún,  es absolutamente innecesar ia ,  ya que poco

o nada tiene que ver una medida como la adoptada con Ia

preterición de 1os derechos de un Cuerpo como el de Médicos del

Regis t ro Civ i1 .  En def in i t iva,  e l  arL.  2  del  Real  Decret .o

1 ,B r /L993  i n f r i nge  e I  a r t .  23 .2  C .E .  y  desconoce  l os  p r i nc ip ios

de mérito y capacidad, gu€ incluyen Ios derechos a respetar la

antigüedad y eI escalafonamiento, acomodado o modulado, €D su

caso,  d l  nuevo régimen jur íd ico,  pero no a l  sacr i f ic io

innecesar io  de s i tuac ión 1egal  a lguna.
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Los ar ts .  3 ,  4  y  5 y  la  o isposic ión adic ional  pr j -mera

contemplan tres situaciones para 1os médicos procedentes del

Cuerpo de Médicos del  Regis t ro Civ i l :  1" )  Ia  de los médicos que

presten puestos de t rabajo adscr i tos aI  Regis t ro Civ i1 ,  ten iendo

en cuenta que tendrán preferencia para cubrir dichas plazas

frent,e a Ios restantes médicos forenses en activo en e1 momento

de la integración; 2") l-a de los funcionarios que superen un

curso organizado en eI  Centro de Estudios i lud ic ia les;  y  3")  Ia

de los funcionarios que con anterioridad hubiesen desempeñado

ininterrumpidamente, al menos durante un año, puestos de t,rabajo

de médico forense ( in ter ino o sust i tu to) ,  que podrán ocupar

puest.os de trabaj o como médicos f orenses .

Ninguna objeción habría que oponer a la existencia de

s i tuac iones d i ferenciadas s i  obedeciesen a medidas t . rans i tor ias

que tratasen de adaptar paulatinamente 1as situaciones

preexist,entes diferenciadas a la nueva regulación uniforme (STC

73/1-994)  y ,  sobre todo,  DO int rodujesen factores de

di ferenciac ión gue,  a l  verse desasis t idos de causa o mot ivo

razonable y  objet ivo,  1os convier tan en d iscr iminator ios.  En

efecto, si se examina con aIgún detal le e1 régimen jurídico de

las tres situaciones, se comprueba que se produce una situacíón

más ventajosa para 1os funcionarios integrados en los dos

úl t imos grupos.  En efecto,  a  sus in tegrant .es,  de acuerdo con 1o

establ -ec ido en eI  ar t .  3  de l  Real  Decreto,  1es será apl icable e l

régimen jurídico propio del Cuerpo de tuédicos Forenses, sin 1as

especial idades previst.as para los médicos que se encuentran

adscrit .os exclusivamente al Regist,ro Civi1. En segundo 1ugar, Ia

fecha de adscripción de los integrados en los dos últ imos grupos

es d is t in ta de la  de aquel los que se inc luyen en e l  pr imero,  yd

que si antes de la int,egración efectiva superan e1 curso

prev is to o,  en eI  caso de los in ter inos,  so l ic i t ,an su

integración en el Cuerpo de Médicos Forenses, s€ int,egrarán

efect ivamente a l  conclu i r  e I  curso o formular  Ia  so l ic i tud.

Finalmente, los del primer grupo pueden ver sus plazas

suprimidas (Disposición adicional primera) en tanto que los de

los dos segundos t ienen derecho a permanecer en la localidad
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correspondiente aI puesto de Lrabajo en el que esLuvieren

desempeñando sus funciones de médicos de1 Registro Civi l .

EI Tribunal- Supremo, desde la perspect, iva constitucional,

da por buena ta1 regulación. Sin embargo su conclusión parte de

un a priori  concepLual, cual es el de que es perfectamente

legít imo obligar a los médicos procedentes del Cuerpo de Médicos

del Registro Civi l- a realizar un curso de formación para que

médicos, gu€ ya han acreditado su formación a través de pruebas

objetivas, adquieran nuevos conocimientos, equiparando a tal

curso el haber desempeñado de forma interina tales funciones.

Con eI dato, nada desdeñable, que aquellos médicos que opten por

I levar a cabo eI curso de formación y 1o superen, pasarán a Ia

condic ión de func ionar ios en práct icas,  con la  ret . r ibuc ión

correspondiente a d ichos func ionar ios (ar t .  4 .4 deJ-  Real  Decreto

te t / t ges )  .

La cuestión planteada es si es consLítucionalment.e Iegít imo

Ilevar a cabo una integración de un Cuerpo en otro de1 personal

aI  serv ic io  de Ia  Admin is t rac ión de ,Just ic ia ,  establec iendo

determinado obstáculos aI acceso, €fl  función de una opción del

legislador y de1 Gobierno de prj-mar la incorporación

especia l izando a 1os incorporados en los términos que fac i l i ten

Ia tarea de los médicos forenses. Para eI Trj-buna1 Supremo 1o

es;  s in  embargo,  a  ju ic io  de1 demandante,  f lo  es posib le  que e l

Gobierno o e1 legislador, apartándose de1 fundamento que

just i f ica la  in tegrac ión - r r I levar  hasta sus ú l t imas

consecuencias 1a grat.uidad de los expedientes de1 regist.ro

Civ i l " -  establezca unos requis i tos que obstacul izan e1 legí t . imo

derecho protegib l -e  ex ar t .  23.2 C.E.  de no padecer  medidas que

perturben de forma discriminatoria el acceso aI nuevo Cuerpo

integrado en las mismas condiciones para todos sus miembros o,

en todo caso,  s in  suf r i r  d iscr iminaciones in just , i f icadas.

Concluye Ia demanda con Ia sol icitud de gu€, otorgando eI

amparo y reconociendo aI recurrente el derecho a acceder en

condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, sea
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dic tada Sentencia dec larando inconst i t ,uc ionales los ar ts .  l - ,  2 ,

3,  4  y  5 y  Ia  o isposic ión adic ional  pr imera del  Real  Decreto

I81,/1,993 y, dado que alguno de dichos preceptos encuentran

cober tura habi l i tante en eI  ar t .  r  de Ia  Ley Orgánica 7 /L992,  Id

est imación deI  amparo ex ig i r ía ,  de conformidad con eI  ar t .  55.2

LOTC, Ia declaración de inconstitucionalidad del mencionado

precept ,o lega1.

3. La Sección Cuarta, €f l  providencia de 29 de enero de

1,996,  acordó,  de conformidad con 1o d ispuesto en e l  ar t .  50.3 de

Ia LOTC, conceder aI demandante de amparo y al ¡ ' iscal el plazo

común de diez días para que pudieran formular las alegaciones

que est, imasen pert inentes en relación con Ia carencia manif iest.a

de contenido constitucional de la demanda.

El sol icitante de amparo 1as evacuó en escrito registrado

el 21- de febrero, €fl  e1 que reitera y precisa los argumentos

expuestos en su demanda.

4.  EI  F isca1 las formuló e l  22 de febrero in t .eresando Ia

inadmisión por concurrir l-a causa puesta de manif iesto por la

Sección Cuarta. Teniendo en cuenta Ios principios sentados por

la doctrina de este Tribunal, DO se observan indicios de Ia

denunc iada  v io lac ión  de1  a r t .  t 4  o ,  €D  su  caso ,  de l  23 .2  C .E .  E l

Decreto impugnado, desarrol lo por otra parte, de Ia Ley Orgánica

7 /1992,  regula la  s i tuac ión de los médicos per tenecientes a

escalas declaradas extinguidas por dicha Ley y su integración en

eI Cuerpo de Médicos Forenses. Prevé situaciones muy diferentes

gu€, en consecuencia, no pueden servir de término de comparación

válido; permite el acceso a Cursos de formación de los médicos

que no los hayan realizado y desarrol la la situación de

incompat ib i l idad establec ida por  d icha Ley;  todo e l1o,  con

caracteres de generalidad y sin ninguna acepción personal y, a

pr imera v is ta,  parece responder  a un cr i ter io  de uni f icac ión y

de racional- ización de l-os diversos cuerpos médicos aI servicio
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del  Min is ter io  de Just ic ia .  Inc luso e1 aspecLo de que los

médicos integrados 1o sean a continuación de 1os forenses y,

además, por un orden preestablecido de escalas es una opción

vál ida del  leg is lador .  Todo eI Io  ( fa I ta  de términos de

comparac ión adecuados,  rac ional idad y just , i f icac ión de las

medidas,  cober tura lega1 de éstas,  e tc)  I leva a Ia  considerac ión

de que Ia demanda carece de contenido constitucional, pues 1o

que e1 demandante pretende es traer su personal discrepancia con

eI cambio de régimen jurídico realizado en primer término por la

Ley,  poster iormente por  e l  Decreto y ,  en def in i t iva,  conf i rmado

éste por  Ia  Sentencia recurr ida.

Por otra parte, si ninguna duda de constitucionalidad

ofrece 1a citada Ley (de la que el Decreto no es más que un

desarro l lo  f ie l ) ,  n i  s iqu iera proceder ía Ia  admis ión del  amparo

con víst,as a un supuesto autoplanteamiento de cuestión de

inconst i tuc ional idad,  como parece suger i r  1a par te actora,  s in

gu€, por otra parte, exista reserva de ley orgánica para

establecer  un i f icac iones de cuerpos de func ionar ios.  Las

referencias que hace eI demandante a que eI Cuerpo de lvlédicos

Forenses  es tá  regu lado  en  Ia  L .O .P . , J .  no  es  ób i ce  pa ra  un i f i ca r

en el mismo, mediant.e 1ey ordinaria, funcionarios pertenecient.es

a cuerpos o escalas decl-aradas extinguidas, ni siquiera por la

d icc ión del  ar t .  1-22 C.E. ,  apar te de que e l lo  n inguna afect ,ac ión

supone de los derechos fundamentales alegados.

FI'¡IDA}ÍENTOS JI'RIDICOS

1. En eI recurso cont.encioso-administrativo del demandante

de amparo fueron impugnados tres bloques de precept,os de1 Real

Dec re to  LBL /1993 ,  d€  9  de  feb re ro :  1o )  su  a r t .  2 ;  2o l  l os  a r t . s .

3  y  5  y  l a  D ispos i c íón  ad i c iona l  p r imera ;  y  3o )  e I  a r t .  6 ,  que
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en esta sede se abandona a su suerLe, mientras que en el segnrndo

bloque se inc luye ahora aI  ar t .  4  por  pr imera vez.  Por  e1lo,  1á

pretensión de amparo en cuanto le afect.a es inadmisible [arts.

50 .1 .a )  y  ++ . t . a )  LOTCI  po r  no  habe rse  i n ten tado  I a  v ía

jud ic ia l r  pr€supuesto procesal  que preserva e l  carácter

subsid iar io  de Ia  jur isd icc ión const i tuc ional  como ú1t ima rat io .

2. La Ley Orgánica 7/1992, d€ 20 de noviembre, donde opera

Ia integración en eI Cuerpo de médicos forenses a los que

integraban eI Cuerpo de Médicos del Registro Civi l ,  explica que

en su Exposición de Motivos ta1 medida unif icadora por Ia

necesidad de l levar hasta sus últ imas consecuencias la gratuidad

de los expedientes del antedicho servicio púbIico, para 1o que

es un obstáculo Ia ret.r ibución arancelaria de los médicos

adscr i tos a é1,  s i tuac ión que aconseja 1a ext inc ión de ese

Cuerpo de Funcionarios y su integración en el- de uédicos

Forenses.  En consecuencia,  e l -  ar t .  1-  de 1a l ,ey Orgánica,  dec lara

extinguido aquél y Ia integración de sus funcionarios en el

otro, con efectividad a part ir de un cierto momento, cuya

det .erminación se def iere a la  potestad reglamentar ia  (ap.  1") ,

colocándolos escalafonadamente <<a continuación de quienes

tengan la  condic ión de médico forense>> (ap.  2")  y  a quienes se

Ies adjudicarán los pueslos de t rabajo propios del  Regis t ro

Civi l ,  para cuya cobertura tendrán preferencia, siendo sus

funciones l -as ind icadas en Ia  leg is lac ión correspondiente (ap.

3") .  Excepcional -mente,  gu ienes superen un curso de formación

organizado por eI Centro de Estudios ,Judiciales y aquéI1os que

hubiesen desempeñado ininterrumpidamente, al menos durante un

año,  puest ,os de médico forense como in ter inos o sust i tu tos,

podrán ocupar puestos de trabajo propios de los forenses (ap.

6") .  En cualquier  caso,  €1 t iempo de serv ic ios prestados como

médicos de1 Registro Civi l  será reconocido como antigüedad en eI

Cuerpo que ahora los acoge, a1 só1o efecto de1 reconocimiento de

t r i en ios  (ap .  5 ' ) .

EI  Real  Decreto tBI /1 ,993,  d€ 9 de f  ebrero,  s€ l imi ta  a
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desarro l lar  las anter iores prev is iones legaIes.  Así ,  € i l  su ar t .

2 dispone que Ia fecha de integración efectiva sea eI 1 de

octubre de 1-993, a part ir de cuyo moment.o los Médicos del

Registro Civi l  serán retr ibuidos con cargo a los presupuestos

generales del Estado, quedando suprimido e1 régimen de arancel.

La fecha de integración t iene Ia excepción previst.a legalmente

para aquellos funcionarios que superen el curso en e1 Centro de

Estudios ,Judicial-es o cumplan 1as expresadas condiciones de

ejerc ic io  prev io como médicos forenses in ter inos o sust i tu tos,

quienes se incorporarán efectivamente una vez superarado ta1

curso o cuando formulen Ia  so l ic i tud de in tegrac ión (ar t .  5) .

Los procedentes de1 Cuerpo de Médicos del  Regis t ro Cív i1

segui rán en 1os puestos de t rabajo en este serv ic io  púbI ico que

vinieran desempeñando, si bien eI Ministerio de Justícia puede

suprimirlos o transformarlos en dest. inos de médico forense no

adscr i tos exc lus ivamente aI  Regis t . ro  Civ i l  (Disposic ión

ad ic iona l  p r imera ,  pá r ra fos  l -o  y  2 " ) .  No  obs tan te ,  1os

funcionarios somet.idos al régimen de integración plena tendrán

derecho a permanecer en Ia localidad correspondiente aI puesto

de trabajo en que estuvieran desempeñando, eü€ dejará de estar

adscrito exclusivamente aI Regj-stro, correspondiéndoles las

func iones,  condic iones de prestac ión y  ret , r ibuc iones de los

pues tos  de  t raba jo  de  méd ico  fo rense  (a r t .  3 .1 ) ,  s i n  p re fe renc ia

alguna para cubrir Ios que fueren propios del antedicho Registro

(a r t .  3  . 2 )  .

3. El demandant.e de amparo ataca eI art. 2 del Real Decreto

en un doble frente. E1 primero es realmente un at.aque directo al

art. 1 de Ia Ley Orgánica 7/1,992, aun cuando con rango de 1ey

ord inar ia  (Disposic ión f ina l  segunda)  ,  yd gu€,  a  su ju ic io ,

supone degradar la Ley Orgánica de1 Poder Judicial donde t iene

su sede l-a regulación del acceso y de1 régimen jurídico de1

Cuerpo de Médicos Forenses. El segundo atañe directamente a la

forma de integración (<<a continuación de quienes tengan la

condición de médico forense y de conformidad con el orden de

escalafón que ocupasen en su Cuerpo o escala de or igen>>) que,
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según  e l  se  d i ce ,  i n f r i nge  e I  a r t .  23 .2  C .E .  po r  hace rse  en

virtud de un criterio que no es objetivo ni razonable y que

ninguna relación guarda con la f inal idad últ ima, conseguir 1a

gratuidad t.otal de los procedimientos de1 Registro Civi l

suprimiendo 1a retr ibución por arancel hasta ese momento

v igen te .

EI primer f rente de at.aque no fue movil izado ant.e el

Tribunal Supremo, siéndolo ex novo en esta sede. Con abstracción

de esta circunstancia, €s claro que el- demandante carece de

legi t imación para su p lanteamiento,  yd que en real idad se

instrumenta por elevación, a través del amparo, 1d impugnación

de un precepto legaI, desconectada de la protección de un

derecho fundamental y, por el lo, inadmisible, pues la via

e legida no es e l  cauce adecuado para e11a (SSTC 1-1-3/L987,

1,53/1,988 y 3t /1-994) .  La reserva de 1ey para Ia  regulac ión del

Estatuto de los func ionar ios públ icos está,  por  ot ra parLe,

con ten ida  en  e I  a r t .  103 .3  c .E .  ( ssTc  99 /1987  y  178 /1 -989 ) ,  no  en

e I  23 .2  C .E . ,  como se  p re tende ,  s in  que  és te  po r  o t ra  pa r t . e

configure un derecho fundamental susLant. ivo de acceso a las

funciones y cargos públicos, garant. izando, nada menos pero nada

más, una situación de igualdad de los ciudadanos para aquél y,

en su caso, para e1 mantenimiento en las funciones y cargos

púbIicos, con interdicción de cualquier condicionamiento

discr iminator io .  Por  e l lo ,  ro  se in f r inge aunque la  regulac ión

se haga por normas sin rango de ley ordinaria o, menos aún, de

ley orgánica (sTc 47 /1 ,990)  .  Consecuentement ,e,  LaI  sedicente

rebaja de rango de ley orgánica a ley ordinaria no puede

producir el agravio que se l-e achaca.

E I  segundo  f ren te ,  cuyo  ob je t i vo  es  e1  a r t . . 2  de l  Rea l

Decret.o 1,81,/1993 no hace sino dar cumplimient,o a 1o dicho en e1

a r t .  1  de  Ia  Ley  Orgán ica  7 /a992 ,  y ,  po r  e l I o ,  s i  en  é1  hub ie re

hipotéticamente alguna tacha de inconstitucionalidad su raiz

estar ía  a l l í .  S in embargo,  f lo  ex is te en e l los n ingún at isbo de

tal achaque. Es nuestra doctrina aI respect,o que Ios Cuerpos de

funcionarios como estructuras eu€, no obstante e1 sustrato
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socio lóg ico real ,  son s iempre creación deI  Derecho,  ar t i f ic ios

jur íd icos pues,  pueden ser  conf igurados con cr i ter ios

heterogéneos por  raz6n de sus func iones (sSTc 7/ t984,  68/L989,

48 /1 ,992 ,  236 /1994  y  237 /L994)  .  Lo  d i cho  ex ige  e1  aná I i s i s  de

ambos Cuerposr pdrá averiguar si Ia forma de integración

menoscaba de alguna manera el derecho al acceso en condiciones

de igualdad a las func iones públ icas.

EI análisis comparativo pone de manif iest,o que los Médicos

de1 Regis t ro Civ i l  tenían la  func ión de as is t i r  y  asesorar  a l

Encargado en las mater j -as propias de ese serv ic io  públ ico (ar t .

35 para las defunciones y  ar t .  44 para los nac imientos LRC; ar t .

294 del Reglamento para la comprobación del sexo en los

nacimientos,  e tc) ,  necesi tándose para su desempeño no só l -o e l

tí tulo académico sino haber ingresado por oposición, versando

los e jerc ic ios sobre medic ina y  leg is lac ión,  con uno práct , íco

(a r t s .  395  ,  396  y  398  de1  c i t ado  Reg lamen to )  .

Los lv léd icos Forenses,  por  su par te,  prestan la  as is tenc ia

de su ar te  en los procedimientos jud ic ia les y  para su ingreso en

e1 Cuerpo se necesi ta  Ia  l icenciatura en medic ina,  a l  menos,  más

Ia superación de que se desarrol lan conforme a un programa

elaborado por  e l  Centro de Estudios ,Judic ia les (ar ts  .  498 y 499

L .O .P . , J .  y  37  de1  R .D .  2910 /L986 ,  Reg lamen to  de1  Cen t ro  de

Est ,ud ios ¡udic ia les)  y  consis ten en dos exámenes teór icos,  uno

escr i to  y  ot ro oraI ,  y  una Lercera práct ica sobre Toxico logía,

Pato logía,  Sexología,  Tanato log ia,  Cr iminología,  Ps iquiat r ía  y ,

en general, Medicina Forense en todos sus aspectos

El  anál is is  comparat , ivo ref le ja  que,  s i  b ien la  t i tu lac ión

es común, las funciones de ambos Cuerpos eran radicalmente

diversas,  como t ,ambién,  por  e l Io ,  eran d is t in tos los saberes

exig idos para e l  acceso.  No se dd,  pues,  Id  igualdad de

situación y, por tanto, no puede hablarse de agravio alguno que

menoscabe  e l  a r t .  23 .2  C .E .  Es  más ,  l a  i n teg rac ión  de  1os  dos

Cuerpos se l1eva a cabo con respeto a derechos adquir idos y

expectat. ivas Iegít imas. EI primero de los Médicos de1 Registro
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Civi l  se yuxtapone a conLinuación del- ú1timo Forense

escalafonado, pero sin menoscabo alguno de la antigüedad

adquirida en su Cuerpo de origen y, además, s€ concede

preferencia para ocupar  1as p lazas adscr i tas con exc lus iv idad a l

Regis t ro Civ i l  e  inc luso,  como más adelante se anal izará,  se les

permite la conversión en médicos forenses con plenitud si con

anterioridad hubieren ejercido como t,ales durante un año como

interinos o sust, i tutos o superen un curso en eI Centro de

Estudios , Iud ic ia les.  No ex is te,  pues,  en 1a regulac ión impugnada

at. isbo alguno de trato discriminatorio para los , yd que la

integración se ha hecho guardando una razonable proporcionalidad

con eI  f in  perseguido y  con su id ios incrac ia profes ional .  verdad

€s,  también,  que para a lcanzar  ta1 f ina l idad (gratu idad to ta l  de

los expedientes del Regist,ro Civi l  y supresión del sistema de

remuneración por arancel) podía haberse elegido soluciones

dis t in tas,  pero la  opc ión corresponde a la  l iber tad de acc ión

de1 poder  leg j -s la t ivo,  cuyo único l ími te  está en la  in terdícc ión

de Ia arb i t rar iedad s i  se negasen en este ámbi to 1os pr inc ip ios

de  mér i t o  y  capac idad  (a r t  .  23  .2 ,  €D  re lac ión  con  e l  1 -03  .3 ,

C .E . ) ,  I ím i te  gu€ ,  como queda  v i s to ,  f l o  se  ha  rebasado  en  es te

caso. No corresponde al- Tribunal Constitucional ínterferir ese

ámbito de l ibertad ni enjuiciar la conveniencia o 1a oportunidad

de Ia elección hecha por eI legislador para ver si es l-a más

adecuada o la mejor de Ias posibles, sino tan sólo comprobar que

no se haya sobrepasado e1 margen de discrecionalidad dando

ocasión a un agravío sin razón ni fundamento (STC 67 /1,989) .

4 .  La impugnación de los ar t .s .  3  y  5,  más Ia  Disposic ión

adicional primera del Real Decret.o L81,/1,993 t iene como soporte

dia léct ico eI  a legato de que se pr ima d iscr iminator iamente a los

funcionarios eu€, procedentes del Cuerpo de Médicos del RegisLro

Civi l ,  hayan superado el curso en eI Centro de Estudios

.Tudic ia les o hubieren e jerc ido como médicos forenses sust i tu tos

o interinos durante al menos un año ininterrumpido, respect.o de

quienes no se encuentran en ninguna de dichas dos situaciones.

En concreto,  s€ les permi te que Ia  in tegrac ión efect iva en e l
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Cuerpo de Médicos Forenses sea anterior a Ia fecha prevista en

e1 propio ReaI Decreto y que opyen a forensías sin adscripción

exclus iva,  y  s in  eu€,  por  ot ra par te,  las p lazas de estos

funcionarios puedan ser suprimidas, a diferencia de 1o que

ocurre con las reservadas a1 Regist,ro Civi1. La respuesta aquí

ha de ser  Ia  misma.

Es evidente que las situaciones repectivamente no son

comparables desde Ia ópt ica del  ar t .  23.2 C.E.  A lgunos Médicos

del RegJ-stro Civi l  han demostrado poseer (por la práctica o por

la superación de un curso) los conocimientos peculiares de Ia

medic ina forense.  Otros no.  E1 t ra to t , ra to d i ferente está

just i f icado en ta l  c i rcunst ,anc ia d i ferencia l  y ,  por  e l1o,  €s

razonable, además de proporcionado si se t iene presente que

dichos médicos aI obtener 1a integración plena pierden la

preferencia para ocupar plazas adscritas exclusivamente a1

Regis t . ro  Civ i l .  Se t ra ta,  en def in i t iva,  d€ un régimen d is t in to

para situaciones diversas, €fl  un doble sentido, tanto favorable

como per jud ic ia l  para los t , ra tados así .  Por  ot ra par te,  como

razona eI Tribunal Supremo, no se prohíbe a nadie 1a posibi l idad

de acceder al- mencionado curso, mientra que a unos y a otros se

les permite perrnanecer en eI puesLo de trabajo que venían

desempeñando en el momento de la integración (art. 3 y

Disposic ión adic ional  pr imera del  ReaI  Decreto L81, /1 ,993) .  La

eventualidad de que eI Ministerio de 'Justicia pueda suprimir o

transformar 1os puest.os de trabajo de 1os médicos forenses

pertenece a 1a potestad organizativa de la edministración que,

en modo alguno y por 1o expuesLo, entra en contradicción con el

a r t , .  23 .2  C .E .  (STC 293 /1993) .  En  suma,  Id  p re t ,ens ión  que  es  e l

ob jeto de este proceso carece mani f iestamente de contenido

constitucional ,  como consecuencia de haber sido solventadas ya

en sentido desfavorable por Ia doct,r ina jurisprudencía1 de este

Tr ibunal .

En virtud de 1o expuesto, l-a Sección
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ACT'ERDA

La inadmisibi l idad del- presente recurso de amparo y el

arch ivo de las actuaciones.

Madrid, a quince de abri l  de míI novecienLos noventa y

\vlrv l

I


